
Q
ue la libertad de enseñanza y la 
libertad religiosa sean derechos 
fundamentales, innatos, invio-
lables e irrenunciables nadie con 
conocimiento lo discute; que es-
tén reconocidos en la Constitu-

ción Española, en la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos y en los Tratados Internacio-
nales menos aún. Únicamente no se respetan en 
los Estados totalitarios y dictatoriales.  

Que no hay libertad de enseñanza si no hay li-
bertad de elección de centro y de creación de cen-
tros; que no hay libertad de educar a tus hijos con-
forme a tus convicciones religiosas y morales si no 
hay libertad de enseñanza religiosa, de oferta obli-
gatoria para los centros y opcional para los alum-
nos; que no hay libertad de enseñanza ni libertad 
religiosa si éstas no se realizan en igualdad de con-
diciones son afirmaciones que parecen claras y ro-
tundas. 

No se debe confrontar la educación estatal con 
la no estatal. Se defiende la libertad. El mismo Tri-
bunal Supremo en la Sentencia de 18 de enero de 
2010 concluye: «Esa afirmación de subsidiariedad 
(de la escuela no estatal) no puede compartirse por-
que es contraria a la le-
tra y al espíritu de la CE 
y de la LODE» y sigue 
diciendo en su Funda-
mento Jurídico 8, que 
la LODE de 1985 y la 
LOE de 2006 estable-
cen un régimen dual 
para la prestación del 
servicio educativo, en 
lo relativo a la enseñan-
za obligatoria y gratui-
ta. Es decir, el sistema 
pivota sobre dos ejes, la 
enseñanza privada con-
certada y la enseñanza 
pública. 

Nuestros gobernan-
tes deberían estar feli-
ces y contentos de que 
su pueblo haga un lla-
mamiento a la ciudada-
nía para reflexionar y 
tomar conciencia de es-
tos derechos funda-
mentales. Unos gobernantes, presididos por el bien 
común, sienten un orgullo por promover el ejerci-
cio real y efectivo de los derechos fundamentales, 
remueven los obstáculos que impiden su plenitud 
y facilitan la participación de sus ciudadanos en la 
vida pública. No debe molestar a los gobernantes, 
al servicio del pueblo, que sus ciudadanos defien-
dan sus libertades. Y si, en cambio, les molesta, 
¿Por qué les molesta? ¿A qué tienen miedo? 

Ya en el debate constituyente de la Constitu-
ción de 1978, se decía que la escuela neutra es una 
quimera, que no es posible separar la formación re-
ligiosa y moral de la educación, porque toda edu-
cación parte de una antropología, de una cosmo-
visión y de una decisión ante la trascendencia de 
la persona.  

Muchos olvidan que las circunstancias pueden 
cambiar y entonces reclamarán y exigirán lo que 
ahora niegan a los demás: la libertad educativa y 
religiosa. En el debate constituyente, el diputado 
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de Catalunya, en la sesión del 23 de mayo de 1978, 
discutiendo el que luego sería el artículo 27 de la 
Constitución, resaltaba la necesidad del pluralis-
mo ideológico y educativo, afirmando: «Hay ac-
tualmente en España y fuera de España, muchos 
partidarios del sistema del cheque escolar, es de-
cir, de la ayuda directa a la familia, para que ésta 
pueda escoger libremente el establecimiento pú-
blico o privado donde quiere que sean enseñados 
sus hijos. Creo que este sistema puede aumentar 
las reales posibilidades de elección de las familias 
más humildes, menos favorecidas económicamen-
te, y, por esta sola razón, tiene más simpatías». 

Por tanto, han de ser los padres quienes decidan 
la educación de sus hijos conforme a sus convic-
ciones morales y religiosas. Las distintas Adminis-
traciones, las Iglesias, Confesiones y Comunida-
des religiosas y otras entidades e instituciones es-
tán al servicio de esta elección de los padres.  

Si una Administración pretende arrogarse el po-
der de educar a los niños, adolescentes y jóvenes 
sin respetar estos derechos fundamentales, no está 
siendo una Administración democrática.  

Si una Administración, bajo supuestas banderas 
de igualdad y libertad, está imponiendo determi-

nadas ideologías, me-
noscabando la libertad 
de los padres y la auto-
nomía de los centros 
docentes, está siendo 
una Administración to-
talitaria. 

Decía Goethe que 
sólo es digno de liber-
tad quien sabe conquis-
tarla cada día. Los ciu-
dadanos pagamos nues-
tros impuestos, que no 
son pocos, y merece-
mos que se nos respe-
ten nuestros derechos 
fundamentales y liber-
tades públicas. Por eso 
tenemos derecho a vi-
sibilizar nuestros dere-
chos, y, si es necesario, 
a reclamarlos y exigir-
los, no sólo ante los Tri-
bunales sino también 
en la calle. Es conse-

cuencia de otros derechos fundamentales como la 
libertad de expresión y la libertad de reunión y de 
manifestación. 

Y si hay alguien que se pone nervioso y empie-
za a insultar, además de mostrar su déficit demo-
crático, manifiesta sus complejos, normalmente 
por no tener razones ni argumentos frente al mero 
ejercicio de unos derechos y libertades.  

Hay muchos, aparentemente progresistas y de-
fensores de la libertad, que olvidan que los otros 
también la tienen. Y, como el cobarde acompleja-
do, primero han de quitar el honor al otro, para lue-
go atacarle por no tenerlo. Justifican su indecen-
cia bajo el estandarte de su purismo libertario. 

Defender la libertad forma parte de nuestra dig-
nidad y la dignidad y los derechos que le son inhe-
rentes son fundamento del orden público y de la 
paz social. 

No nos debe asustar. Siempre la historia de la li-
bertad se ha escrito intentando limitar el poder ex-
cesivo del Gobierno.

La libertad se defiende
EDITORIALES

Cuando mañana se publique el decreto de disolución de las Cámaras 
y la convocatoria de elecciones para el 28 de abril, decaerán todos los 
proyectos de ley presentados a las Cortes por los grupos parlamen-
tarios, y entre ellos los que pretendieron recuperar la normalidad tras 
la crisis, como la reforma de la ‘ley mordaza’ o la suavización de las 
dos últimas reformas laborales con las que se pretendió preservar en 
lo posible el empleo aun a costa de mermar el derecho de negocia-
ción colectiva. Un recuento de la tarea legislativa desde las eleccio-
nes generales de diciembre de 2015, que hubo que repetir en junio 
de 2016, nos mostrará que cabe hablar de legislatura casi perdida, si 
no políticamente, sí desde el punto de vista legislativo. El fin del bi-
partidismo imperfecto y la formación de una nueva distribución par-
lamentaria constituida por cuatro formaciones estatales y las habi-
tuales minorías periféricas ha sido poco eficiente. En 2015, último 
año en que Rajoy gobernó con mayoría absoluta, las Cortes elabora-
ron 84 disposiciones (16 leyes orgánicas, 48 leyes, doce decretos-ley 
y ocho decretos legislativos). En 2016 se aprobaron sólo diez normas 
(dos leyes orgánicas, siete decretos-ley y un decreto legislativo). En 
2017, 34 normas (una ley orgánica, doce leyes y 21 decretos-ley) y en 
2018, 43 (cinco leyes orgánicas, once leyes, 28 decretos-ley). En lo 
que llevamos de 2019, se han aprobado una ley orgánica, una ley or-
dinaria y cuatro decretos-ley; está pendiente la convalidación de tres 
decretos-ley aprobados por el Consejo de Ministros el último vier-
nes. Las leyes relativas a las grandes cuestiones de Estado, como la 
educación, han fracasado porque eran promovidas por un partido que 
disponía de mayoría absoluta. Ahora, con un Parlamento fragmenta-
do, hubiera sido posible pactar una ley de síntesis negociada también 
con la comunidad educativa, pero no ha existido la magnanimidad 
suficiente para ello: se sigue pensando que pactar es traicionar las 
propias ideas. Las encuestas indican que en la próxima legislatura ya 
no serán cuatro sino cinco los actores parlamentarios estatales, amén 
de los partidos nacionalistas, por lo que las dificultades de obtener 
mayorías que respalden las nuevas normas serán todavía, si cabe, ma-
yores. O las fuerzas políticas se adaptan a la nueva realidad y acceden 
de buena fe a la negociación y al diálogo, o la modernización perma-
nente de este país será un imposible. 

Venezuela, hora límite  
El presidente interino Juan Guaidó, presidente de la Asamblea Na-
cional –la única institución del país con auténtico refrendo democrá-
tico– ha asegurado que regresará hoy a Venezuela, a pesar de las ame-
nazas del régimen de detenerlo. La gran pregunta es si Maduro se 
atreverá, ya que en caso afirmativo el conflicto adquiriría una dimen-
sión muy delicada. De momento, nadie ha solicitado su detención y 
fuentes del alto mando chavista han hecho circular su intención de 
«evitar caer en provocaciones». En cualquier caso, no hay noticias de 
que el grupo de contacto haya logrado negociar una solución pacífi-
ca y de momento, mientras se rumorean constantes deserciones, se 
mantiene la amenaza inquietante de una intervención militar.

Una legislatura 
poco productiva  
Las fuerzas políticas tendrán que adaptarse  

a la nueva realidad del multipartidismo  
y  pactar las leyes para poder avanzar
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